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Barranquilla – Atlántico - Colombia 


SIGCMA-SGC 


Barranquilla D.E.I.P, veintiocho (31) de Agosto de dos mil veinte (2020) 


 


Radicado 08-001-33-33-002-2020-00136-00 


Acción TUTELA 


Accionante 
EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA - DIONISIO DE 
ALBA CARRILLO 


Demandado MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 


Juez  EUGENIO RAFAEL FONSECA OVALLE 


 


I. ANTECEDENTES 


 
Procede el Despacho a resolver la acción de tutela instaurada el 19 de agosto 


2020 por Los señores EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA - DIONISIO DE 


ALBA CARRILLO, a través de apoderado contra el MINISTERIO DE DEFENSA – 


POLICÍA NACIONAL, por la presunta vulneración de su ius fundamentales a la 


INFORMACIÓN, SALUD EN CONEXIDAD CON EL DERECHO A LA VIDA  E 


INTEGRIDAD PERSONAL y la SEGURIDAD SOCIAL. 


 
La presente acción de tutela fue presentada el 19 de Agosto de 2020 y por la 


formalidad del reparto correspondió su conocimiento a este Juzgado, que fue 


remitida ese mismo día al correo del juzgado 


adm02bqlla.@cendoj.ramajudicial.gov.co1. 


 
Por lo tanto, esta agencia judicial está dentro del término legal para resolver la 


acción de amparo deprecada. 


 
II. ACONTECER FÀCTICO. 


 
La acción de tutela se fundamenta en los siguientes hechos que a continuación se 


transcriben del libelo introductorio de la acción constitucional que nos ocupa: 


  


                                                           
1
 Por los Acuerdos PCSJA20-11517 del 15 de Marzo de 2020 y PCSJA20-11521 del 19 de Marzo de 2020, el 


honorable Consejo Superior de la Judicatura dispuso que los términos judiciales quedaban suspendidos 


hasta el 03 de Abril de 2020, con excepción de las actuaciones de tutela y de habeas corpus y dispuso que 


los Magistrados Jueces y Empleados Judiciales laboraran en sus casas. 
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“1.- El señor, DIONISIO DE ALBA CARRILLO, en su calidad de 


padre de EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, mediante 


correo electrónico, en fecha 13 de julio de 2020, presento 


derecho de petición amparado en el art. 23 constitucional en 


nombre de su hijo con discapacidad por enfermedad 


psiquiátrica de origen laboral ante la Policía Nacional, con 


atención a:  


-POLICIA NACIONAL  


--TALENTO HUMANO.  


- JUNTA MEDICO LABORAL MILITAR O DE POLICIA.  


- JEFE DE SANIDAD POLICIA NACIONAL  


 


2.- El objeto de la petición era que se le informara, resolviera y/o 


orientara lo siguiente:  


 


PRIMERO.-La no aceptación de la renuncia de a EDWIN 


MAURICIO DE ALBA BOVEA, CC. 72.434.964, por no tener la 


capacidad de discernimiento y lo desprotegería en la parte de 


la seguridad social, siendo este un derecho fundamental. 


SEGUNDO.- Se le practique calificación de discapacidad laboral, 


como consecuencia de enfermedad laboral a EDWIN MAURICIO 


DE ALBA BOVEA CC. 72.434.964 quien se encuentra 


hospitalizado por problemas psiquiátricos  


TERCERO-- Se nos brinde la orientación necesaria para llevar a 


cabo la definición de su situación pensional.  


 


3.- La petición está sustentada en la situación grave de salud 


psiquiátrica que padece EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, 


quien para el momento de la presentación del DERECHO DE 


PETICION a la Policía Nacional se encontraba recluido en el 


Hospital Psiquiátrico Cari de la ciudad de Barranquilla, por 


presentar una crisis de la enfermedad cuyo diagnóstico es 


“TRANTORNO ESTRESS TRAUMATICO CRONICO” origen 


laboral, como reposa en su historia clínica (Dr. PARDO RM. 


2316.) de la dirección de Sanidad de la Policía Nacional.  
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4.- A la fecha de la presentación de esta tutela la institución de la 


Policía Nacional, no has respondido a la petición poniéndose más 


gravosa la salud integral de su hijo EDWIN MAURICIO DE ALBA 


BOVEA.  


 


5.- De su actividad profesional, en la Policía Nacional, donde 


perteneció al “COMANDO CONTRAGUERRILLA” libró combates 


donde perecieron compañeros suyos, lo que con posterioridad le 


ocasiono los problemas psiquiátricos.  


 


6.- El diagnóstico de la enfermedad psiquiátrica, es 


“TRANTORNO ESTRESS TRAUMATICO CRONICO” origen 


laboral, como reposa en su historia clínica (Dr. PARDO RM. 


2316.) de la dirección de Sanidad de la Policía Nacional.  


 


7.- EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, Para el año 2011, 


estando activo laboralmente en el municipio del Carmen de 


Bolívar, trató de quitarse la vida por causas del stress, debido a 


esas circunstancias de salud, fue hospitalizado en la CLINICA 


PSIQUIATRICA LA MISERICORDIA, de la ciudad de Cartagena.  


 


8.- Para el 11 de agosto del año 2015, La Junta Médica por 


Psiquiatría del departamento de sanidad de la Policía, lo declaro 


no apto para el servicio. 


 


9.- EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, seguía con tratamientos 


psiquiátricos ya que esta es una enfermedad de origen negativo 


es decir solo se controla pero no se cura.  


 


10.- Que debido a su situación de discapacidad laboral fue 


reubicado y venía siendo tratado por psiquiatría estando 


pendiente una evaluación por junta médica debido a la 


agudización de su enfermedad laboral y que hasta la fecha no se 


la han realizado.  
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11.- Para la fecha febrero de 2020 se encontraba prestando el 


servicio en la ciudad de Medellín.  


 


12.- Manifiesta el patrullero que su situación era difícil en Medellín 


y en un momento de desespero y sin conocimiento de causa y no 


contando con todas sus facultades psíquicas, se acercó a las 


oficinas pertinentes de la policía y les manifestó verbalmente que 


quería renunciar donde allí mismo por personal adscrito a la 


oficina le redactaron la carta de renuncia y le pidieron que la 


firmara. 


 


13.- Por vivir sus padres y demás familiares en Soledad Atlántico, 


relata que se vino pidiendo chance en camiones que venían para 


la costa hasta llegar a esta ciudad.  


 


14.- La Policía Nacional acepto la carta de retiro del patrullero y le 


envió para fecha 04 de marzo del 2020, la orden para la práctica 


de los exámenes médicos por retiros al jefe seccional sanidad 


Antioquia.  


 


15.- mi poderdante manifiesta que presento la documentación 


requerida dentro del término para la práctica del examen de retiro 


en la ciudad de Barranquilla, solicitando que su realización se 


realizara en esta ciudad  


 


16.- En cumplimiento a lo ordenado EDWIN MAURICIO DE ALBA 


BOVEA, se ha presentado en varias oportunidades a la seccional 


de sanidad barranquilla para la práctica del examen sin que hasta 


la fecha se le haya practicado.  


 


17.- Toda esta problemática que enfrenta EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA por la enfermedad laboral se ha acrecentado hasta 


tener la necesidad de ser internarlo en el Hospital Psiquiátrico 


Cari de Barranquilla desde el 08 de junio del presente”. 


  


III. PRETENSIONES 
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La parte accionante solicita al Juez Constitucional, disponer y ordenar lo 


siguiente: 


 


“PRIMERO: se ampare los derechos fundamentales violados por 


la accionada como son el derecho a la información, a la salud en 


conexidad con el derecho fundamental a la vida e integridad 


personal.  


 


SEGUNDO: se ordene a la accionada a resolver la petición 


radicada vía electrónica el día 13 de junio del 2020”. 


 


IV. ACTUACIÓN PROCESAL 


 


El doctor Elvis Rafael Gonzalez -Rubio Salcedo, presentó el 19 de agosto de 2020  


demanda  de acción de tutela a nombre de los señores EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA Y DIONISIO DE ALBA CARRILLO contra el MINISTERIO DE 


DEFENSA – POLICIA NACIONAL, sin embargo, este operador judicial Mediante 


auto de fecha 19 de Agosto de 2020, dispuso inadmitir  de la acción de tutela 


epigrafíada, requiriendo al profesional del derecho mencionado para que aportara 


poder especial que lo facultara para ello. Una vez cumplido lo anterior, el 


Juzgado profirió auto admisorio el 21 de agosto de 2020, proveído que fue 


notificado a las partes mediante anotación en estado electrónico No. 096 del 24 


de agosto de 2020 y notificado al buzón de notificaciones judiciales habilitados por 


las partes. 


 


La entidad accionada – MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL – 


rindió el informe solicitado el cual fue recibido en el correo electrónico de esta 


agencia judicial el 26 de agosto de 2020. 


 


V. INTERVENCIÓN DE LAS PARTE ACCIONADA 


 


• MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 
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La entidad accionada MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 


presentó el informe solicitado bajo la égida del artículo 19 del Decreto 2591 de 


1991 en los siguientes términos. 
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VI. PRUEBAS APORTADAS 


6.1. Parte Accionante. 


 
Acompañó con el libelo de acción de tutela, copia de los siguientes documentos: 


 


• Copia parcial  del derecho de petición radicado vía electrónica el pasado 13 


de junio del 2020 a la POLICIA NACIONAL – TALENTO HUMANO – 


JUNTA MEDICO LABORAL MILITAR O DE POLICIA – JEFE DE SANIDAD 


POLICIA NACIONAL  


• Pantallazo de envío y recibo de derecho de petición  


• Historia clínica epicrisis de Edwin Mauricio de Alba Bovea 


• Solicitud de retiro voluntario de la Policía Nacional dirigido por el señor 


DIONISO DE ALBA CARRILLO al Director General de la Policía Nacional. 


• Oficio para presentación del PT. DIONISIO DE ALBA CARRILLO para que 


se le practiquen los exámenesde retiro de la Policía Nacional. 


 


6.2. Parte accionada. MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL. 
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La Policía Nacional aportó las pruebas que a continuación se relacionan: 


 


• Comunicación oficial No.S-2020-051487 firmada por el Subteniente 


ALDAHIR MADERA DE ARCO, Líder del Grupo Médico Laboral de la 


Unidad Prestadora de Salud Atlántico de fecha 26 de Agosto de 2020 por 


el cual se da respuesta a derecho de petición del señor DIONISIO DE 


ALBA CARRILLO. 


• Acuse de recibo de correo electrónico de fecha 26 de Agosto de 2020 


siendo las 10:39 a.m. 


• Oficio No.S-2020-051477 UPRES-GUMEL-1.10 firmado por el Subteniente 


ALDAHIR MADERA DE ARCO, Líder del Grupo Médico Laboral de la 


Unidad Prestadora de Salud Atlántico de fecha 26 de Agosto de 2020 por 


el cual se cita al señor EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA a estudios de 


exámenes médicos de retiro. 


• Acuse de recibo de correo electrónico de fecha 26 de Agosto de 2020 


siendo las 10:33 a.m. 


• Resultado de consulta de estado de afiliación en el Sistema General de 


Seguridad SociaL en Salud ADRES. 


 


VII. COMPETENCIA 


 


El artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 que establece la competencia de los 


jueces para conocer de las acciones de tutela. La norma prementada dispone: 


 


“Son competentes para conocer de la acción de tutela, a 


prevención, los jueces o tribunales con jurisdicción en el lugar 


donde ocurriere la violación o la amenaza que motivaren la 


presentación de la solicitud” 


 


Lo anterior en armonía con lo consagrado en el artículo 2.2.3.1.2.1 del Decreto 


1069 de 2015, modificado por el Decreto 1983 de 2017, que reza: 


 


"Son competentes para conocer de la acción de tutela, a 


prevención, los jueces jurisdicción en el lugar donde ocurriere la 


violación o la amenaza que motivaren la presentación de la 
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solicitud o donde se produjeren sus efectos conforme a las 


siguientes reglas: 


 


2. Las acciones de tutela que se interpongan contra cualquier 


autoridad, organismo o entidad pública del orden nacional serán 


repartidas, para su conocimiento en primera instancia, a los 


jueces del circuito o con igual categoría..." 


 


De acuerdo con la jurisprudencia Constitucional, respecto a las normas de 


competencia: 


 


"(...) las únicas normas que determinan la competencia en materia 


de tutela son el artículo 86 de la Constitución, que señala que ésta 


se puede interponer ante cualquier juez, y el artículo 37 del 


Decreto 2591 de 1991, que establece la competencia territorial y 


la de las acciones de tutela que se dirijan contra los medios de 


comunicación, la cual asigna a los jueces del circuito2. 


 


"El decreto reglamentado 1382 de 2000, no puede, por su inferior 


jerarquía, modificar tales disposiciones razón por la cual se ha 


entendido que las reglas que contiene son simplemente de 


reparto, y no de competencia. Precisamente, la Sección Primera 


de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Consejo de 


Estado desestimó, mediante sentencia de julio 18 de 2002, la 


mayoría de los cargos de nulidad contra el mencionado acto 


administrativo, pues consideró que no era contrario al artículo 86 


de la Constitución porque establecía normas de reparto y no de 


competencia (.. )3". 


 


Así las cosas, en concordancia con las normas legales y jurisprudenciales, 


indicadas ut supra y lo consignado en el Auto 124 de 2009,4 este Despacho es 


competente para conocer y decidir  la presente acción de tutela. 


 


                                                           
2
 Corte Constitucional. auto 124 de 2009, ver también auto 198 de 2009 


3
. Auto 170 a de 2003. reiterados en autos A 165/05, A 167/05, A 169/06, A312-06, A 095/06. 


entre otros 
4
 ibídem 
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VI. C O N C I D E R A C I O N E S    


 


 Problema jurídico. 


 


En el presente asunto de raigambre constitucional, el problema jurídico planteado 


se contrae a determinar sí la autoridad accionada, esto es, el MINISTERIO DE 


DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, vulnera a los accionantes, DIONISIO DE 


ALBA CARRILLO y EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, sus ius 


fundamentales a la INFORMACIÓN, SALUD EN CONEXIDAD CON EL 


DERECHO A LA VIDA,  al TRABAJO y la SEGURIDAD SOCIAL, al no dar 


respuesta al derecho de petición presentado el 13 de junio de 2020 ante la 


Policía nacional – Talento Humano – Junta Médico Laboral Militar o de Policía – 


Jefe de Sanidad de la Policía Nacional.  


 


Para resolver el presente asunto constitucional, el Despacho hará referencia 


previa a los siguientes ejes temáticos: 


 


1. Test de procedibilidad de la acción de tutela. 


 


2. Marco jurídico y la procedencia de la acción de tutela para proteger los 


derechos fundamentales a la salud, vida digna y seguridad social. 


 


3. Caso concreto. 


 


 Test de procedibilidad 


 


Antes de entrar a estudiar el fondo del asunto, es preciso anotar que al Juez 


constitucional  le asiste el imperativo categórico de  analizar en sus fallos los 


criterios jurídicos de procedibilidad de la solicitud de amparo que ha sido sometida 


a su conocimiento, pues sólo de esa manera se puede determinar si ésta es 


procedente, bien como mecanismo pleno para la protección de los derechos, ora 


como transitorio para evitar un perjuicio irremediable en caso de que el medio de 


defensa judicial ordinario existente no resulte eficaz para la protección de los ius 


fundamentales reclamados.   
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Los siguientes, son algunos de los aspectos a tener en cuenta para que la acción 


de tutela resulte procedente: 


 


a. Que no exista otro mecanismo de defensa judicial 


 


b. Que en caso de existir, no sea idóneo. 


 


c. Que exista un perjuicio inminente e irremediable, en caso de existir otro 


mecanismo de defensa judicial para que proceda como mecanismo 


transitorio. 


 


En tal virtud, el despacho procederá a decidir el asunto constitucional sometido a 


consideración para determinar si a la accionante como ya se dijo, se le han 


vulnerado o no sus DERECHOS FUNDAMENTALES a la INFORMACIÓN, 


SALUD EN CONEXIDAD CON EL DERECHO A LA VIDA, AL TRABAJO y la 


SEGURIDAD SOCIAL, en los estrictos términos de la Constitución Política de 


Colombia de 1991 y la pauta Jurisprudencial de la Corte Constitucional. 


 


En sintonía con el problema jurídico planteado, el despacho hará breves 


referencias sobre los tópicos que están íntimamente ligados con el asunto materia 


de resolución judicial, tales como: derecho a la salud, vida y seguridad social. 


 


 Marco jurídico 


 


La acción constitucional que hoy ocupa la atención de este operador judicial, tiene 


como marco normativo las siguientes disposiciones: 


 


1. El Art. 86 de la Constitución Política, señala lo siguiente:  


(J) 


“Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los 


jueces, en todo momento y lugar, mediante un procedimiento 


preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a su 


nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales 


fundamentales, cuando quiera que éstos resulten vulnerados o 


amenazados por la acción o la omisión de cualquier 


autoridad pública. La protección consistirá en una orden para que 
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aquel respecto de quien se solicita la tutela, actúe o se abstenga 


de hacerlo.  


 


El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá impugnarse 


ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 


Constitucional para su eventual revisión.  


 


Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de 


otro medio de defensa judicial, salvo que aquella se utilice como 


mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable. En 


ningún caso podrán transcurrir más de diez días entre la solicitud 


de tutela y su resolución. La ley establecerá los casos en los que 


la acción de tutela procede contra particulares encargados de la 


prestación de un servicio público o cuya conducta afecte grave y 


directamente el interés colectivo, o respecto de quienes el 


solicitante se halle en estado de subordinación o indefensión”. 


 


2. El artículo 1º de la carta política prevé 


 


“Colombia es un Estado social de derecho, organizado en forma 


de República unitaria, descentralizada, con autonomía de sus 


entidades territoriales, democrática, participativa y pluralista, 


fundada en el respeto de la dignidad humana, en el trabajo y la 


solidaridad de las personas que la integran y en la prevalencia del 


interés general”. 


 


3. Derecho de petición 


 


El artículo 23 de la Carta Política Fundamental prevé: 


 


“Toda persona tiene derecho a presentar peticiones respetuosas a 


las autoridades por motivos de interés general o particular y a 


obtener pronta resolución. El legislador podrá reglamentar su 


ejercicio ante organizaciones privadas para garantizar los 


derechos fundamentales.”. 
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4. El artículo 48 ibídem consagra: 


 


“La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio 


que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del 


Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 


solidaridad, en los términos que establezca la Ley. 


 


Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la 


Seguridad Social. 


 


El Estado, con la participación de los particulares, ampliará 


progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que 


comprenderá la prestación de los servicios en la forma que 


determine la Ley. 


 


La Seguridad Social podrá ser prestada por entidades públicas o 


privadas, de conformidad con la ley. 


 


(J) 


 


5. Derecho al trabajo 


 


El artículo 25 de la carta fundamental instituye: 


 


“El trabajo es un derecho y una obligación social y goza, en todas 


sus modalidades, de la especial protección del estado. Toda 


persona tiene derecho a una trabajo en condiciones dignas y 


justas”. 


 


6. El artículo 11 de la Constitución Nacional indica: 


 


“El derecho a la vida es inviolable. No habrá pena de muerte”. 


 


7. Finalmente, el artículo 49 de nuestra Carta Magna prevé: 
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“Artículo modificado por el artículo 1 del Acto Legislativo 2 de 


2009. El nuevo texto es el siguiente:> La atención de la salud y el 


saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. 


Se garantiza a todas las personas el acceso a los servicios de 


promoción, protección y recuperación de la salud. 


 


Corresponde al Estado organizar, dirigir y reglamentar la 


prestación de servicios de salud a los habitantes y de 


saneamiento ambiental conforme a los principios de eficiencia, 


universalidad y solidaridad. También, establecer las políticas para 


la prestación de servicios de salud por entidades privadas, y 


ejercer su vigilancia y control. Así mismo, establecer las 


competencias de la Nación, las entidades territoriales y los 


particulares y determinar los aportes a su cargo en los términos y 


condiciones señalados en la ley. 


 


Los servicios de salud se organizarán en forma descentralizada, 


por niveles de atención y con participación de la comunidad. 


 


La ley señalará los términos en los cuales la atención básica para 


todos los habitantes será gratuita y obligatoria. 


 


Toda persona tiene el deber de procurar el cuidado integral de su 


salud y de su comunidad. 


(J)”. 


 


 El principio de subsidiariedad de la acción de tutela. Reiteración de 


jurisprudencia. 


  


1. El principio de subsidiariedad de la tutela aparece claramente expresado en el 


artículo 86 de la Constitución, al precisarse en él que: “Esta acción solo procederá 


cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa judicial, salvo que 


aquélla se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 


irremediable”. 
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Ha manifestado así mismo la Corte Constitucional que, en cuanto el ordenamiento 


jurídico cuenta con un sistema judicial de protección de los derechos 


constitucionales, incluyendo por supuesto los que tienen la connotación de 


fundamentales, la procedencia excepcional de la tutela se justifica en razón a la 


necesidad de preservar el orden regular de competencias asignadas por la ley a 


las distintas autoridades jurisdiccionales, buscando con ello no solo impedir su 


paulatina desarticulación sino también garantizar el principio de seguridad 


jurídica5. 


Ha destacado la jurisprudencia que la protección de los derechos constitucionales 


no es un asunto que haya sido reservado exclusivamente a la acción de tutela. En 


la medida en que la Constitución del 91 le impone a las autoridades de la 


República la obligación de proteger a todas las personas en sus derechos y 


libertades (C.P. art. 2°), se debe entender que los diversos mecanismos judiciales 


de defensa previstos en la ley han sido estatuidos para garantizar la vigencia de 


los derechos constitucionales, incluidos los de carácter fundamental. De ahí que 


la propia Carta le haya reconocido a la tutela un carácter subsidiario frente a los 


demás medios de defensa judicial, los cuales se constituyen entonces en los 


instrumentos preferentes a los que deben acudir las personas para lograr la 


protección de sus derechos. 


 


Sobre el punto, ha dicho la Corte Constitucional: 


 


“[L]a acción de tutela como mecanismo de protección inmediata 


de los derechos constitucionales fundamentales debe ser 


entendida como un instrumento integrado al ordenamiento 


jurídico, de manera que su efectiva aplicación sólo tiene lugar 


cuando dentro de los diversos medios que aquél ofrece para la 


realización de los derechos, no exista alguno que resulte idóneo 


para proteger instantánea y objetivamente el que aparece 


vulnerado o es objeto de amenaza por virtud de una conducta 


positiva o negativa de una autoridad pública o de particulares en 


los casos señalados por la ley, a través de una valoración que 


siempre se hace en concreto, tomando en consideración las 


circunstancias del caso y la situación de la persona, 


eventualmente afectada con la acción u omisión. No puede existir 


                                                           
5
 Sentencia SU-037 de 2009 
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concurrencia de medios judiciales, pues siempre prevalece la 


acción ordinaria; de ahí que se afirme que la tutela no es un 


medio adicional o complementario, pues su carácter y esencia es 


ser único medio de protección que, al afectado en sus derechos 


fundamentales, brinda el ordenamiento jurídico”6. 


 


El carácter subsidiario de la acción de tutela impone al interesado la obligación de 


desplegar todo su actuar dirigido a poner en marcha los medios ordinarios de 


defensa ofrecidos dentro del ordenamiento jurídico para la protección de sus 


derechos fundamentales. Tal imperativo constitucional pone de relieve que para 


acudir a la acción de tutela el peticionario debe haber actuado con diligencia en 


los procesos y procedimientos ordinarios, pero también que la falta injustificada de 


agotamiento de los recursos legales deviene en la improcedencia del mecanismo 


de amparo establecido en el artículo 86 Superior. 


 


2. No obstante lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha establecido dos 


excepciones al principio de subsidiariedad de la acción de tutela: (i) la primera 


está consignada en el propio artículo 86 Constitucional al indicar que aun cuando 


existan otros medios de defensa judicial, la tutela es procedente si con ella se 


pretende evitar la ocurrencia de un perjuicio irremediable. (ii) La segunda, prevista 


en el artículo 6 el Decreto 2591 de 1991, reglamentario de la acción de tutela, 


señala que también procede la acción de tutela cuando el mecanismo ordinario de 


defensa no es idóneo ni eficaz para la protección inmediata y plena de los 


derechos fundamentales en juego; caso  en el cual opera como mecanismo 


definitivo de protección. De este modo, en las dos situaciones descritas, se ha 


considerado que la tutela es el mecanismo procedente para proteger de manera 


transitoria o definitiva, los derechos fundamentales, según lo determine el juez de 


acuerdo a las circunstancias que rodean el caso concreto.  


 


Al respecto, la jurisprudencia “ha precisado que únicamente se considerará que 


un perjuicio es irremediable cuando, de conformidad con las circunstancias del 


caso particular, sea: (a) cierto e inminente –esto es, que no se deba a meras 


conjeturas o especulaciones, sino a una apreciación razonable de hechos ciertos-, 


(b) grave, desde el punto de vista del bien o interés jurídico que lesionaría, y de la 


                                                           
6
 Sentencia T-106 de 1993. Véase igualmente, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001, T-983 


de 2001, T-514 de 2003, T-1017 de 2006, SU-037 de 2009. 
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importancia de dicho bien o interés para el afectado, y (c) de urgente atención, en 


el sentido de que sea necesaria e inaplazable su prevención o mitigación para 


evitar que se consume un daño antijurídico en forma irreparable.”7 


 


Siguiendo estos criterios, la Corte ha conceptualizado el perjuicio irremediable en 


los siguientes términos: 


 


"(J) De acuerdo con la doctrina constitucional pertinente, un 


perjuicio irremediable se configura cuando el peligro que se cierne 


sobre el derecho fundamental es de tal magnitud que afecta con 


inminencia y de manera grave su subsistencia, requiriendo por 


tanto de medidas impostergables que lo neutralicen. Sobre las 


características jurídicas del perjuicio irremediable la Corte dice en 


su jurisprudencia lo siguiente: 


 


En primer lugar, el perjuicio debe ser inminente o próximo a 


suceder. Este exige un considerable grado de certeza y 


suficientes elementos fácticos que así lo demuestren, tomando en 


cuenta, además, la causa del daño. En segundo lugar, el 


perjuicio ha de ser grave, es decir, que suponga un detrimento 


sobre un bien altamente significativo para la persona (moral o 


material), pero que sea susceptible de determinación jurídica. En 


tercer lugar, deben requerirse medidas urgentes para superar 


el daño, entendidas éstas desde una doble perspectiva: como 


una respuesta adecuada frente a la inminencia del perjuicio, y 


como respuesta que armonice con las particularidades del caso. 


Por último, las medidas de protección deben ser impostergables, 


esto es, que respondan a criterios de oportunidad y eficiencia a fin 


de evitar la consumación de un daño antijurídico irreparable”.8 


(Negrillas fuera de texto) 


 


3. Adicionalmente, es importante indicar que la jurisprudencia de la Corte 


Constitucional ha considerado como condición necesaria para establecer la 


procedencia de la acción de tutela, que el perjuicio irremediable se encuentre 


                                                           
7
 T-494 de 2010 


8
 Sentencias T-634 de 2006 y    T-1316 de 2001. 
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acreditado en el expediente, así sea en forma sumaria. No obstante, la 


Corporación ha aclarado que el accionante puede cumplir con esta carga, 


mencionando al menos los hechos que le permitan al juez deducir la existencia de 


un perjuicio irremediable, en consideración a la jerarquía de los derechos cuyo 


amparo se solicita mediante la acción de tutela y a la naturaleza informal de este 


mecanismo de defensa judicial. Específicamente, ha dicho la Corte:  


 


“No obstante, aunque la prueba del perjuicio irremediable es 


requisito de la procedencia de la tutela, la Corte ha sostenido 


que la misma no está sometida a rigurosas formalidades. 


Atendiendo a la naturaleza informal y pública de la acción de 


tutela, así como a la jerarquía de los derechos cuya protección 


se solicita, la prueba del perjuicio irremediable puede ser 


inferida de las piezas procesales. Así pues, al afectado no le 


basta con afirmar que su derecho fundamental se enfrenta 


a un perjuicio irremediable, es indispensable que, 


atendiendo a sus condiciones personales, explique en qué 


consiste dicho perjuicio, señale las condiciones que lo 


enfrentan al mismo y aporte mínimos elementos de juicio 


que le permitan al juez de tutela verificar la existencia del 


elemento en cuestión”.9(Negrillas fuera de texto) 


 


4. En cuanto a la segunda excepción, es decir, la relativa a que el medio de 


defensa ordinario no sea eficaz ni idóneo para la protección de derechos 


fundamentales, ha dicho la Corporación que, al evaluar el mecanismo alternativo 


del ordenamiento jurídico, éste “(J) tiene que ser suficiente para que a través de 


él se restablezca el derecho fundamental violado o se proteja de su amenaza, es 


decir, tiene que existir una relación directa entre el medio de defensa judicial y la 


efectividad del derecho. Dicho de otra manera, el medio debe ser idóneo para 


lograr el cometido concreto, cierto, real, a que aspira la Constitución cuando 


consagra ese derecho”10. Así las cosas, si el medio judicial concreto no cumple 


con dichas características, y por el contrario, el derecho fundamental en juego no 


                                                           
9
 Sentencias T-932 de 2012,  T-290 de 2005. 


10
 Criterio reiterado, entre otras en las Sentencias T-232 de 2013, T-932 de 2012, T-191 de 2010, 


T-003 de 1992.  
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puede ser restablecido, procede la solicitud de amparo constitucional como medio 


definitivo de protección al bien jurídico. 


 


 El derecho de petición. Reiteración de jurisprudencia 


 
El derecho fundamental de petición se encuentra consagrado en el artículo 


23 de la Constitución, el cual establece que cualquier persona, ya sea por 


razones que involucran el interés general o particular, tiene el derecho a 


presentar, de manera respetuosa, peticiones a las autoridades y obtener 


una respuesta expedita. El mismo comprende, a su vez, la posibilidad de 


realizar peticiones a particulares en los casos que determine la ley.  


 
El derecho de petición, como institución jurídica, encuentra su razón de ser 


en la necesidad de regular las relaciones entre las autoridades y los 


particulares, con el fin de que estos últimos puedan conocer y estar al tanto 


de las actuaciones de cualquier ente estatal. Desde este punto de vista, su 


núcleo esencial está en la pronta respuesta que se le brinde a las solicitudes 


presentadas.   


 
Por su parte, la jurisprudencia constitucional ha señalado la relevancia que 


cobra el derecho fundamental de petición, ya que se constituye en un 


instrumento clave para el funcionamiento de la democracia participativa, y 


para el acceso a derechos como el de información y libertad de expresión, 


entre otros.11 


 


En ese orden de ideas, la Corte ha manifestado, a su vez, que el derecho de 


petición no solo implica la posibilidad de presentar solicitudes a las 


autoridades estatales o a entes particulares, cuando la ley lo permita, sino, 


de igual manera, que se dé una oportuna respuesta con sujeción a los 


requerimientos establecidos en la ley para dicha petición. Es decir, 


independientemente de que lo resuelto por la entidad sea adverso o no 


a los intereses del peticionario, la resolución del asunto debe contar con 


un estudio minucioso de lo pretendido, argumentos claros, que sea 


coherente, dé solución a lo que se plantea de manera precisa, suficiente, 


efectiva y sin evasivas de ninguna clase.  


                                                           
11


 Sentencia T-337 de 2000, véase también sentencia T-161 de 2011. 
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Sobre el particular ha sostenido la Corporación que:   


 
“J una respuesta es suficiente cuando resuelve 


materialmente la petición y satisface los requerimientos 


del solicitante, sin perjuicio de que la  respuesta sea 


negativa a las pretensiones del peticionario; es efectiva si 


la respuesta soluciona el caso que se plantea(artículos 2, 


86 y 209 de la C.P.); y es congruente si existe coherencia 


entre lo respondido y lo pedido, de tal manera que la 


solución a lo pedido verse sobre lo preguntado y no sobre 


un tema semejante o relativo al asunto principal de la 


petición, sin que se excluya la posibilidad de suministrar 


información adicional que se encuentre relacionada con la 


petición propuesta”.12 


 
Así, para tener claridad sobre los elementos del derecho de petición, esta 


Corporación ha indicado que el mismo se compone de:  


 


“1. La posibilidad cierta y efectiva de elevar, en términos 


respetuosos, solicitudes ante las autoridades, sin que 


éstas se nieguen a recibirlas o se abstengan de 


tramitarlas. 


2. La obtención de una respuesta que tenga las siguientes 


características:  
 (i)      Que sea oportuna;  
 Que resuelva de fondo, en forma clara y precisa lo 


solicitado; lo cual supone que la autoridad competente se 


pronuncie sobre la materia propia de la solicitud de 


manera completa, sin evasivas respecto a todos y cada 


uno de los asuntos planteados.  


Que la respuesta sea puesta en conocimiento del 


peticionario. 


 3. La respuesta es independiente del hecho de si es 


favorable o no, pues no necesariamente dar una 


                                                           
12


 Sentencia T-627 de 2005, véase también sentencias T-340 de 2008, T-377 de 2000, T-1060A de 


2001. 
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respuesta de fondo implica acceder a lo pedido.”13 


(Negrillas fuera de texto) 


 
Bajo ese entendido, para que la respuesta a la petición se encuentre 


ajustada a la ley y a lo que la jurisprudencia constitucional ha manifestado al 


respecto, la misma, además de ser oportuna y de fondo como ya se 


mencionó, debe ser comunicada al peticionario.14 


 
De igual manera, por tratarse de un derecho con categoría fundamental, es 


susceptible de ser protegido a través de la acción de tutela. No obstante, 


para que el amparo proceda, no basta con afirmar que se elevó una 


petición, sino que debe haber prueba, siquiera sumaria, de la misma, es 


decir, que se cuente con algún tipo de herramienta que permita respaldar la 


afirmación, y por su parte, es la autoridad la que debe demostrar que dio 


respuesta oportuna, clara y de fondo a la solicitud.  


 
En esa medida, es obligación del juez constitucional analizar los elementos 


obtenidos para verificar si efectivamente se está en presencia de una 


vulneración del derecho fundamental de petición. En otras palabras, si no se 


dio respuesta o si la misma no cumple con los presupuestos legales y 


jurisprudenciales con los que debe contar.15 


 
Importa resaltar que la Corte Constitucional ha reiterado que en el 


ordenamiento jurídico colombiano no existe un mecanismo judicial 


idóneo para proteger el derecho fundamental de Petición. 


 
En ese sentido, la acción de tutela se erige como único mecanismo 


judicial para hacer efectivo el ius fundamental de petición, recuérdese 


que el derecho de petición es per se tan fundamental, que sin el serían 


nugatorias muchos otros derechos fundamentales. 


 
Bajo los anteriores parámetros, la Corte Constitucional en reiteradas 


sentencias, entre ellas, la sentencia T- 149 de 2013, expresó: 


 


                                                           
13


 Sentencia T-414 de 2010. 
14


 Sentencia T-414 de 2010 véase también, T-377 de 2000, T-219 de 2001, T-1089 de 2001. 
15


 Sentencia T-581 de 2010. 
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“atendiendo las circunstancias en que se encuentra el 


solicitante”. Cuando se trata de proteger el derecho de 


petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene 


previsto un medio de defensa judicial idóneo ni eficaz 


diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte 


afectado por la vulneración a este derecho fundamental no 


dispone de ningún mecanismo ordinario de naturaleza 


judicial que le permita efectivizar el mismo. Por esta razón, 


quien encuentre que la debida resolución a su derecho de 


petición no fue producida o comunicada dentro de los 


términos que la ley señala, esto es, que se quebrantó su 


garantía fundamental, puede acudir directamente a la acción 


de amparo constitucional.” 


 


En esa misma perspectiva ius-filosófica, recientemente el Alto Tribunal 


Constitucional, enfatizó al respecto:  


 
“4.6.1. El derecho de petición está consagrado en el artículo 


23 del Texto Superior como una garantía fundamental de las 


personas que otorga escenarios de diálogo y participación 


con el poder público y que posibilita la satisfacción de otros 


derechos constitucionales en el marco del Estado social de 


derecho. Su núcleo esencial se encuentra en la posibilidad 


de presentar solicitudes de manera respetuosa ante las 


autoridades públicas o ante los particulares en los casos 


previstos en la ley, surgiendo a cargo de sus destinatarios el 


deber de recibirlas, tramitarlas y resolverlas de forma clara, 


oportuna, suficiente y congruente con lo pedido.” (Subrayas 


fuera de texto) 


 


En otro aparte de la sentencia en cita, el órgano de cierre en lo 


Constitucional, razonó así: 


 


“4.6.2. Frente a la observancia del requisito de subsidiaridad, 


este Tribunal ha señalado que, cuando se trata de proteger 


el derecho de petición, él ordenamiento jurídico colombiano 
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no tiene previsto un medio de defensa judicial idóneo ni 


eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien 


resulte afectado por la vulneración a este derecho 


fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de 


naturaleza judicial que le permita efectivizar el mismo. 


Por esta razón, quien encuentre que la debida resolución a 


su derecho de petición no fue producida o comunicada 


dentro de los términos que la ley señala, esto es, que se 


quebrantó su garantía fundamental, puede acudir 


directamente a la acción de amparo constitucional.”16 


 
En ese orden, la autoridad no solamente debe responder de forma clara, de 


fondo y oportuna la solicitud, sino que, a su vez, debe determinar, de 


manera precisa, el procedimiento a seguir para lograr acceder a la 


información requerida.  


 


Así mismo, es pertinente poner de presente que, adicionalmente a los 


requisitos y exigencias mínimas que se determinan en las disposiciones que 


rigen el derecho fundamental de petición, las autoridades estatales, en el 


tratamiento que se le brinde a las peticiones presentadas y en general en 


todas sus actuaciones, deben sujetarse a los principios que orientan la 


función y actuación administrativa establecidos en el artículo 209 de la 


Carta, en concordancia con los fines del Estado consagrados en el artículo 2 


de la Constitución, los cuales hacen referencia a la economía, imparcialidad, 


publicidad, celeridad, eficacia, entre otros17.   


 
En ese sentido, la respuesta que se le otorgue a las solicitudes realizadas 


en virtud del derecho de petición, debe ir acorde con los principios antes 


mencionados, bajo ese punto de vista, no es de recibo exigir a la persona 


trámites innecesarios o engorrosos, que imponen una carga 


desproporcionada que no tiene porqué soportar y que se pueden convertir 


en un obstáculo para la materialización de su derecho, más aún, cuando la 


entidad está en la capacidad de evitar tales inconvenientes, para que el 


                                                           
16


 Sentencia T -138 de 02 de marzo de 2017. M.P. Doctor Luis Guillermo Guerrero Pérez 
17


 Sentencias T-1078 de 2001, T-487 de 2001 y T-295-07. 
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peticionario pueda satisfacer de manera idónea sus pretensiones y no verse 


afectado en sus derechos.  


 


Entonces, en términos generales el Art. 23 de la Constitución Política, en 


concordancia con el Art. 14 de la ley 1755 de 2015, es aplicable a las 


autoridades del Estado para resolver las peticiones que ante ellos presenten 


los ciudadanos. 


 
En esa línea de entendimiento, la Honorable Corte Constitucional ha 


reiterado que el contenido mismo de la respuesta que se espera cuando se 


ha elevado una petición ante una autoridad o particular que cumple función 


administrativa o que se encuentra prestando algún servicio público, dicha 


respuesta deberá resolver de fondo el petitum del accionante, y deberá 


producirse de manera pronta y oportuna; no importa que la repuesta sea 


afirmativa o negativa a las pretensiones del peticionario, sólo se debe 


cumplir con el deber de dar respuesta de fondo, clara y congruente con lo 


pedido. Además, esa respuesta deberá ser comunicada al peticionario, 


sino se hace se viola el derecho fundamental de petición. 


 
Importa resaltar que conforme a la jurisprudencia constitucional, la autoridad 


deberá producir una respuesta pronta y de fondo respecto al derecho de 


petición impetrado, pero no significa que la respuesta necesariamente deba 


ser favorable, pues la ley obliga a responder la petición, 


independientemente de que la respuesta sea positiva o negativa. 


  
Así pues, conocida la posición de la Corte Constitucional al respecto, debe 


el despacho entrar a decidir el presente asunto, atendiendo para ello las 


premisas fácticas-probatorias que anidan en el expediente de tutela. 


 


 Derecho a la vida digna 


 


La vida es un derecho fundamental del ser humano que se encuentra consagrado 


en el artículo 11 de la Carta Política, y precisamente es el primer derecho 


fundamental que se enlista en el titulo segundo, de las garantías derechos y 


deberes que consagra nuestra lex legis. 
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Nuestro supremo órgano de Cierre Constitucional, ha señalado en diversas 


sentencias que el derecho a la vida, en sí mismo considerado, no es un concepto 


restrictivo, que no se limita solamente a la idea reducida de peligro de muerte, 


sino que es un concepto que se extiende a la posibilidad de una recuperación en 


la salud de la persona. 


 


Respecto del derecho a la vida, la Corte Constitucional en Sentencia T-416 de 


2001, enfatizó: 


 


"El derecho a la vida en sí mismo considerado, no es un concepto 


restrictivo que no se limita solamente a la idea reducida  de 


peligro de muerte, sino que es un concepto que se extiende a la 


posibilidad concreta de recuperación y mejoramiento de las 


condiciones de salud, en la medida en que ello sea posible, 


cuando éstas condiciones se encuentran debilitadas o lesionadas 


y afecten la calidad de vida de las personas o las condiciones 


necesarias para garantizar a cada quien, una existencia digna".18 


 


En línea de lo expuesto, es importante reiterar que la Corte Constitucional, en 


sentencia T-926 de 1999, ya había señalado el carácter fundamental de la vida en 


los siguientes términos: 


 


"El derecho fundamental a la vida que garantiza la Constitución -


preámbulo y artículos 1, 2 y 11-, no se reduce a la mera existencia 


biológica, sino que expresa una relación necesaria con la 


posibilidad que les asiste a todas las personas de desarrollar 


dignamente todas las facultades inherentes al ser humano.  Sin 


duda, cuando se habla de la posibilidad de existir y desarrollar un 


determinado proyecto de vida, es necesario pensar en las 


condiciones que hagan posible la expresión autónoma y completa 


de las características de cada individuo en todos los campos de la 


experiencia." 19 


                                                           
18


 Sentencia T-416 del veintiséis (26) de abril de dos mil trece (2013). Magistrado Ponente: Dr. 


Marco Gerardo Monroy Cabra  
19


 Sentencia T-926 del dieciocho (18) de noviembre de mil novecientos noventa y nueve (1999). 


Magistrado Ponente: Dr. Carlos Gaviria Díaz. 
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De lo expuesto, se colige con diafanidad que la vida es un bien preciado y un 


derecho fundamental que no solo comprende la existencia biológica, sino también 


la existencia en condiciones dignas; en tal sentido ha manifestado la Honorable 


Corte Constitucional que para su protección, en materia de salud, no es necesario 


que el paciente se encuentre al borde de la muerte para que sea procedente la 


protección a través del mecanismo de la acción de tutela. 


 


 Noción de salud 


 


Ahora bien, en lo que respecta a la salud como ius fundamental, a título de 


prefacio es importante precisar su noción, que en términos de la organización 


mundial de la salud, se define así: 


 


“La salud es un estado de completo bienestar, físico, mental y 


social, y   no solamente la ausencia de afecciones o 


enfermedades” 


 


Nuestra carta política en su artículo 49 indica: “La atención de la salud y el 


saneamiento ambiental son servicios públicos a cargo del Estado. Se garantiza a 


todas las personas el acceso a los servicios de promoción, protección y 


recuperación de la salud. 


 


Conforme a la sentencia T-760 del 31 de julio de 2008, el Órgano De Cierre 


Constitucional respecto a la noción de salud, señaló lo siguiente: 


 


“la jurisprudencia constitucional, desde su inicio, ha reconocido 


que la salud “(J) es un estado variable, susceptible de afecciones 


múltiples, que inciden en mayor o menor medida en la vida el 


individuo”. La “salud”, por tanto, no es una condición de la 


persona que se tiene o no se tiene. Se trata de una cuestión de 


grado, que ha de ser valorada específicamente en cada caso. Así 


pues, la salud no solo consiste en la “ausencia de afecciones y 


enfermedades” en una persona. Siguiendo a la OMS, la 


jurisprudencia constitucional ha señalado que la salud es “un 







ACCIÓN TUTELA -PRIMERA INSTANCIA-  


RADICADO 08-001-33-33-002-2020-00136-00 


ACCIONANTE EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA - DIONISIO DE ALBA CARRILLO 


ACCIONADOS MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL 


 


31 
Carrera 44 Calle 38 Esquina Antiguo Edificio Telecom Piso 1 


Teléfono: 3885005 Ext: 2066 – 3014740739 www.ramajudicial.gov.co Correo: 


adm02bqlla@cendoj.ramajudicial.gov.co 


Barranquilla – Atlántico - Colombia 


estado completo de bienestar físico, mental y social” dentro del 


nivel posible de salud para una persona”. 


 


En sentencia T-505 de 2015, con ponencia del doctor Luis Guillermo Guerrero 


Pérez la Corte Constitucional sobre el tema del derecho a la salud y la 


continuidad de su prestación expresó: 


 


3.5.1. La Constitución Política en el artículo 49 establece el 


carácter dual de derecho y servicio público de la salud, 


garantizando a todas las personas el acceso a su promoción, 


prevención y recuperación; y endilgando al Estado la obligación 


de organizar, dirigir y reglamentar la prestación de dicho servicio. 


 


Por virtud de dicha dualidad, la salud adquiere características 


distintas frente a los dos escenarios en los cuales se desarrolla. 


Así, al tratarse de un derecho, el mismo deberá garantizarse de 


manera oportuna20, eficiente y con calidad, de conformidad con 


los principios de continuidad e integralidad21; y en lo que respecta 


a su rol de servicio público, éste deberá regirse por los tres 


principios establecidos por la Constitución (CP art. 48), a saber: 


eficiencia, universalidad y solidaridad. 


 


Estos últimos son desarrollados por la Ley 1751 de 2015 en la 


que además se adiciona el principio de integralidad22. 


(J) 


Sin embargo, en años recientes, la salud ha sido categorizada 


como un derecho fundamental, al considerar que contribuye –


desde una perspectiva subjetiva– a la realización de las funciones 


y actividades propias del ser humano, lo que genera a su vez 


mayores probabilidades de alcanzar un proyecto de vida, como 


garantía directamente vinculada con los derechos de libertad. En 


                                                           
20


 En la Sentencia T-073 de 2012, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, se indicó que esta característica 


implica “que el usuario debe gozar de la prestación del servicio en el momento que corresponde para 


recuperar su salud, sin sufrir mayores dolores y deterioros. Esta característica incluye el derecho al 


diagnóstico del paciente, el cual es necesario para establecer un dictamen exacto de la enfermedad que 


padece el usuario, de manera que se brinde el tratamiento adecuado.” 
21 Sentencia T-460 de 2012, M.P. Jorge Iván Palacio Palacio, en la cual cita la Sentencia T-760 de 2008. 
22 Ley 1751 de 2015, art. 8.  
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este orden de ideas, en una de las sentencias más importantes 


sobre el tema, se señaló que: 


 


“Así pues, considerando que ‘son fundamentales (i) aquellos 


derechos respecto de los cuales existe consenso sobre su 


naturaleza fundamental y (ii) todo derecho constitucional que 


funcionalmente esté dirigido a lograr la dignidad humana y sea 


traducible en un derecho subjetivo’, la Corte señaló en la 


Sentencia T-859 de 2003 que el derecho a la salud es un derecho 


fundamental, ‘de manera autónoma’, cuando se puede concretar 


en una garantía subjetiva derivada de las normas que rigen el 


derecho a la salud, advirtiendo que algunas de estas se 


encuentran en la Constitución misma, otras en el bloque de 


constitucionalidad y la mayoría, finalmente, en las leyes y demás 


normas que crean y estructuran el Sistema Nacional de Salud, y 


definen los servicios específicos a los que las personas tienen 


derecho.”23 


 


Este reconocimiento del carácter ius fundamental del derecho a la 


salud también fue adoptado por el legislador en la citada Ley 1751 


de 2015, en la que se regula su marco genérico de protección. 


Sobre el particular, se dispone que:  


 


“Artículo 2. Naturaleza y contenido del derecho fundamental a 


la salud. El derecho fundamental a la salud es autónomo e 


irrenunciable en lo individual y en lo colectivo. 


 


Comprende el acceso a los servicios de salud de manera 


oportuna, eficaz y con calidad para la preservación, el 


mejoramiento y la promoción de la salud. El Estado adoptará 


políticas para asegurar la igualdad de trato y oportunidades en el 


acceso a las actividades de promoción, prevención, diagnóstico, 


tratamiento, rehabilitación y paliación para todas las personas. De 


conformidad con el artículo 49 de la Constitución Política, su 


                                                           
23 Sentencia T-760 de 2008, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa. 
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prestación como servicio público esencial obligatorio, se ejecuta 


bajo la indelegable dirección, supervisión, organización, 


regulación, coordinación y control del Estado”. 


 


 La seguridad social como derecho fundamental y su protección por 


medio de la acción de tutela. Reiteración de jurisprudencia 


 


La Corte Constitucional sobre el derecho a la seguridad social indicó 


recientemente:24 


 


1”. El artículo 48 de la Constitución Política consagra el derecho a 


la seguridad social bajo una doble connotación: i) como derecho 


fundamental; y ii) como un servicio público de carácter obligatorio 


que se presta bajo la dirección, coordinación y control del 


Estado25.  


 


Esta garantía fundamental “surge como un instrumento a través 


del cual se le garantiza a las personas el ejercicio de sus 


derechos fundamentales cuando se encuentran ante la 


materialización de algún evento o contingencia que mengüe su 


estado de salud, calidad de vida y capacidad económica, o que se 


constituya en un obstáculo para la normal consecución de sus 


medios mínimos de subsistencia a través del trabajo”26. Su 


fundamentalidad se sustenta en el principio de dignidad humana 


en virtud del cual “resulta posible que las personas afronten con 


decoro las circunstancias difíciles que les obstaculizan o impiden 


el normal desarrollo de sus actividades laborales y la consecuente 


recepción de los recursos que les permitan ejercer sus derechos 


subjetivos”27. 


                                                           
24


 Sentencia T-281 de 2018. M.P. José Fernández Reyes Cuartas 
25


 Artículo 48. “La Seguridad Social es un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la 


dirección, coordinación y control del Estado, en sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y 


solidaridad, en los términos que establezca la Ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho 


irrenunciable a la Seguridad Social. El Estado, con la participación de los particulares, ampliará 


progresivamente la cobertura de la Seguridad Social que comprenderá la prestación de los servicios en la 


forma que determine la Ley”. 
26


 Sentencia T-173 de 2016.  
27


 Ibídem.  
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Según ha sido interpretado por esta Corporación, los objetivos de 


la seguridad social guardan necesaria correspondencia con los 


fines esenciales del Estado social de derecho “como el servir a la 


comunidad; promover la prosperidad general; garantizar la 


efectividad de los principios y derechos constitucionales; 


promover las condiciones para una igualdad real y efectiva; 


adoptar medidas a favor de grupos discriminados o marginados; 


proteger especialmente a aquellas personas que por su condición 


económica, física o mental se encuentren en circunstancia de 


debilidad manifiesta; y reconocer sin discriminación alguna de la 


primacía de los derechos inalienables de la persona como sujeto, 


razón de ser y fin último del poder político”28.  


 


 La figura de la carencia de objeto por hecho superado. 


 


La Corte Constitucional tiene sentada una doctrina  estable y reiterada sobre el 


fenómeno de la carencia actual de objeto, señalando como característica esencial 


“que la orden del juez de tutela relativa a lo solicitado en la demanda de 


amparo no surtiría ningún efecto, esto es, caería en el vacío.- Lo anterior se 


presenta, generalmente, a partir de dos eventos: el hecho superado o el 


daño consumado”29.(Negrillas fuera de texto). 


 


Respecto de la ocurrencia de la carencia actual de objeto por hecho superado, la 


Corte Constitucional ha expresado: 


 


“La carencia actual de objeto por hecho superado se da cuando 


entre el momento de la interposición de la acción de tutela y el 


momento del fallo se satisface por completo la pretensión 


contenida en la demanda de amparo, razón por la cual cualquier 


orden judicial en tal sentido se torna innecesaria.- En otras 


palabras, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del 
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 Sentencia T-628 de 2007. 
29


 Sentencia T-358 de 2014 
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juez de tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden 


alguna”30. 


 


 CASO CONCRETO 


 
En el caso sub-examine, el Despacho observa como elementos relevantes, los 


siguientes: 


 
1. Conforme a lo acreditado en el expediente, efectivamente el señor DIONISO 


DE ALBA CARRILLO presentó derecho de petición ante la Policía Nacional – Jefe 


de Talento Humano -  Junta Médico Laboral Militar o Policía – Jefe de Sanidad 


Policía Nacional con el propósito: 


 


“PRIMERO.-La no aceptación de la renuncia de a EDWIN 


MAURICIO DE ALBA BOVEA, CC. 72.434.964, por no tener la 


capacidad de discernimiento y lo desprotegería en la parte de 


la seguridad social, siendo este un derecho fundamental. 


SEGUNDO.- Se le practique calificación de discapacidad laboral, 


como consecuencia de enfermedad laboral a EDWIN MAURICIO 


DE ALBA BOVEA CC. 72.434.964 quien se encuentra 


hospitalizado por problemas psiquiátricos  


TERCERO-- Se nos brinde la orientación necesaria para llevar a 


cabo la definición de su situación pensional”.  


 


2. Existe igualmente constancia que el día 13 de Junio de 2020, a las 12:57 p.m. 


el señor DE ALBA CARRILO remitió su derecho de petición al correo electrónico 


disan.clica@policia.gov.co de acuerdo a la constancia que se anexó al libelo 


introductor de la acción constitucional que nos ocupa y cuya imagen se inserta a 


continuación en este proveído: 
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 Ibídem. 
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3. Que mediante oficio No. S-2020-051487ASJUR-SECSA-DEATA del 26 de 


agosto de 2020 el Líder del Grupo Médico Laboral Unidad Prestadora de Salud 


Atlántico de la Policía Nacional dio respuesta al derecho de petición de DIONISIO 


DE ALBA CARRILLO 


 


4. Que el oficio No. S-2020-051487ASJUR-SECSA-DEATA del 26 de Agosto de 


2020 fue notificado vía correo electrónico al peticionario el día 26 de Agosto de 


2020 a las 10:39 a.m. el cual fue dirigido al correo electrónico 


dionisio8310@hotmail.com, como se aprecia a continuación: 
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5. Igualmente, mediante el Oficio No.S-2020-051477 UPRES-GUMEL-1.10 


firmado por el Líder del Grupo Médico Laboral de la Unidad Prestadora de Salud 


Atlántico de fecha 26 de Agosto de 2020 se citó al señor EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA a estudios de exámenes médicos de retiro. 


6. El oficio No.S-2020-051477 UPRES-GUMEL-1.10 fue notificado vía correo 


electrónico al peticionario el día 26 de Agosto de 2020 a las 10:33 a.m. el cual fue 
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dirigido al correo electrónico dionisio8310@hotmail.com, como se aprecia a 


continuación: 


 


Al realizar un análisis del acervo probatorio contenido en este trámite supralegal, 


se aprecia que para la fecha en la cual el señor DIONISIO DE ALBA CARRILLO 


presentó la acción de tutela estudiada (19 de agosto de 2020) la Policía Nacional  


- Jefe de Sanidad de la Policía Nacional - no había dado respuesta al accionante, 


habiéndose vencido en exceso el término previsto en el artículo 1431 de la Ley 


1755 de 2015 pues el término de quince días venció el 08 de Julio de 2020. Sin 


embargo, en el presente asunto deberá  observarse lo dispuesto por el articulo 5° 


del decreto legislativo 491 de  fecha 28 de marzo de 2020 


Que amplió los términos  para atender las distintas modalidades de 


derecho de petición durante la emergencia sanitaria. La norma aludida, 


reza: 


“Artículo 5.Ampliación de términos para atender las peticiones. Para 


las peticiones que se encuentren en curso o que se radiquen durante la 


vigencia de la Emergencia Sanitaria, se ampliarán los términos  señalados 


en el artículo 14 de la ley 1437 de 2011, así: 


Salvo norma especial toda petición deberá resolverse dentro de los 


30 días siguientes a su recepción. 


Estará sometida a término especial la resolución de las siguientes 


peticiones: 


(Q)” 


  


Así las cosas el término de 30 días  que tenía la autoridad accionada 


vencieron el 30 de julio  de 2020. 
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 Términos para resolver las distintas modalidades de peticiones. Salvo norma legal especial y so pena de 


sanción disciplinaria, toda petición deberá resolverse dentro de los quince (15) días siguientes a su 


recepción.  
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Sin embargo, junto con el informe rendido conforme al artículo 19 del Decreto 


2591 de 1991 por el MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL – 


DIRECCION DE SANIDAD – REGIONAL DE ASEGURAMIENTO EN SALUD No. 


8, se allegó el oficio No. S-2020-051487ASJUR-SECSA-DEATA del 26 de Agosto 


de 2020 en el cual el Líder del Grupo Médico Laboral Unidad Prestadora de Salud 


Atlántico de la Policía Nacional da respuesta al derecho de petición de DIONISIO 


DE ALBA CARRILLO, la cual fue enviado al correo electrónico 


dionisio8310@hotmail.com, mismo que se encuentra relacionado en el aparte de 


NOTIFICACIONES del escrito de tutela. 


 


La respuesta ofrecida por la entidad accionada señala: i) que a través del derecho 


de petición no se puede tramitar la renuncia voluntaria presentada por EDWIN 


MAURICIO DE ALBA BOVEA, ii) que se citó al señor DE ALBA BOVEA para 


iniciar el estudio de exámenes  médicos de retiro y iii) le comunica al petente el 


horario de atención al público dentro del cual puede concurrir a la entidad para 


brindarle la información  que requiera. 


 


La Policía Nacional -  – DIRECCION DE SANIDAD anexó también copia del No.S-


2020-051477 UPRES-GUMEL-1.10 fecha 26 de Agosto de 2020 donde cita al 


señor EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA para el 04 de Septiembre de 2020, a 


las 08:00 a.m. para el inicio de los exámenes médicos de retiro. 


 


Con fundamento en los elementos de prueba antes citados es claro que al 


momento de proferirse esta sentencia, el derecho consagrado en el artículo 23 de 


la Constitución Política de petición de los señores EDWIN MAURICIO DE ALBA 


BOVEA y DIONISO DE ALBA CARRILLO no se encuentra vulnerado por parte de 


la entidad accionada ya que ésta, con los oficios No.S-2020-051477 UPRES-


GUMEL-1.10 y No.S-2020-051477 UPRES-GUMEL-1.10 del 26 de Agosto de 


2020 ha dado respuesta de fondo a la petición de los accionantes. 


 


La honorable Corte Constitucional, en circunstancias como las que se aprecia en 


este trámite, ha precisado32: 


 


“3. Carencia actual de objeto en el caso bajo estudio 
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 Sentencia T-138 de 2019 
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3.1. La Corte Constitucional, en reiterada jurisprudencia, ha 


indicado que la carencia actual de objeto se configura cuando 


frente a las pretensiones esbozadas en la acción de tutela, 


cualquier orden emitida por el juez no tendría algún efecto o 


simplemente “caería en el vacío”33. Específicamente, esta figura 


se materializa a través en las siguientes circunstancias34: 


(J) 


3.1.2. Hecho superado. Este escenario se presenta cuando entre 


el momento de interposición de la acción de tutela y el fallo, se 


evidencia que como consecuencia del obrar de la accionada, se 


superó o cesó la vulneración de derechos fundamentales alegada 


por el accionante35. Dicha superación se configura cuando se 


realizó la conducta pedida (acción u abstención) y, por tanto, 


terminó la afectación, resultando inocua cualquier intervención del 


juez constitucional en aras de proteger derecho fundamental 


alguno, pues ya la accionada los ha garantizado36.” 


 


De manera diáfana se puede apreciar en la tutela que concita la atención de esta 


pretura, que el Ministerio de Defensa – Policía Nacional dio respuesta   de fondo a 


los accionantes, y además que, procuró enterar a los señores EDWIN MAURICIO 


DE ALBA BOVEA y DIONISO DE ALBA CARRILLO del tenor de la misma 
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 Corte Constitucional, sentencia T-519 de 1992 (MP José Gregorio Hernández Galindo) reiterada 


posteriormente en sentencias como la T-533 de 2009 (MP Humberto Antonio Sierra Porto) y T-253 de 2012 


(MP Humberto Antonio Sierra Porto), entre muchas.  
34


 Corte Constitucional, sentencia T-200 de 2013 (MP Alexei Julio Estrada) reiterada en la T-237 de 2016 (MP 


Jorge Ignacio Pretelt Chaljub), entre otras. || La sentencia T-237 de 2016 (MP Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, 


señaló: “(i) Por daño consumado se presenta cuando la vulneración o amenaza del derecho fundamental ha 


producido el perjuicio que se pretendía evitar con la acción de tutela, de modo tal que ya no es posible hacer 


cesar la violación o impedir que se concrete el peligro y lo único que procede es el resarcimiento del daño 


originado en la vulneración del derecho fundamental. (ii) Por hecho superado cuando entre el momento de 


la interposición de la acción de tutela y el momento del fallo se satisface por completo la pretensión 


contenida en la demanda de amparo, es decir, aquello que se pretendía lograr mediante la orden del juez de 


tutela ha acaecido antes de que el mismo diera orden alguna. En este último evento, es necesario demostrar 


que en realidad se ha satisfecho por completo la pretensión de la acción de tutela, esto es, que se demuestre 


el hecho superado. Así las cosas, cuando se presente alguna de las dos circunstancias señaladas, el juez de 


tutela puede declarar, en la parte resolutiva de la sentencia, la carencia actual de objeto y a prescindir de 


cualquier orden, con independencia de aquellas que se dirijan a prevenir al demandado sobre la 


inconstitucionalidad de su conducta y a advertirle de las sanciones a las que se hará acreedor en caso de que 


la misma se repita, al tenor del artículo 24 del Decreto 2591 de 1991”. 
35


 Corte Constitucional, sentencias T-970 de 2014 (MP Luis Ernesto Vargas Silva), T-597 de 2015 (MP Jorge 


Ignacio Pretelt Chaljub), T-669 de 2016 (MP Jorge Iván Palacio Palacio), T-021 de 2017 (MP Luis Guillermo 


Guerrero Pérez), T-382 de 2018 (MP Gloria Stella Ortiz Delgado), entre otras. 
36


 Decreto 2591 de 1991, artículo 26: “[s]i, estando en curso la tutela, se dictare resolución, administrativa o 


judicial, que revoque, detenga o suspenda la actuación impugnada, se declarará fundada la solicitud 


únicamente para efectos de indemnización y de costas, si fueren procedentes”. 
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enviando a su correo electrónico dicha respuesta, aportando las constancias de 


remisión y de entrega en el e-mail dionisio8310@hotmail.com, el cual es el 


aportado por la parte actora en su libelo introductor. 


 


En el caso materia de examen de constitucionalidad en concreto, observa esta 


pretura que tal como se desprende de la prueba documental que fue arrimada por 


la autoridad accionada, ha operado el fenómeno de la carencia actual de 


objeto por hecho superado, en razón a que ha cesado la vulneración al derecho 


de petición; en ese sentido tal y como la ha reconocido la Corte Constitucional, la 


acción de tutela pierde su razón de ser como mecanismo de protección judicial, 


en la medida en que cualquier decisión que el juez de tutela pueda adoptar frente 


al caso concreto carecería de fundamento fáctico. 


 


En ese sentido la Corte Constitucional ha entendido que una decisión judicial bajo 


estas condiciones resulta inocua y contraria al objeto constitucionalmente previsto 


para la acción de tutela37. 


 


No obstante, el Despacho debe llamar la atención a la Entidad accionada para 


que en el futuro atienda las peticiones radicadas por los administrados dentro de 


los términos perentorios que establece la ley para ello. Lo anterior con el ánimo de 


dar cumplimiento al artículo 2 de la Constitución Política: 


 


“Son fines esenciales del Estado: servir a la comunidad, 


promover la prosperidad general y garantizar la efectividad de 


los principios, derechos y deberes consagrados en la 


Constitución; facilitar la participación de todos en las decisiones 


que los afectan y en la vida económica, política, administrativa y 


cultural de la Nación; defender la independencia nacional, 


mantener la integridad territorial y asegurar la convivencia pacífica 


y la vigencia de un orden justo”. 


 


En síntesis, observa el operador judicial que los señores EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA y DIONISO DE ALBA CARRILLO, a través de apoderado, 


impetraron acción de tutela contra el MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 
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 Sentencia T-147 de de 2010. M.P. doctor Nilson Pinilla Pinilla 
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NACIONAL, con el objeto de obtener del juez constitucional el amparo o 


protección del ius fundamental de Petición, presuntamente violado por la 


autoridad accionada. 


 


En ese contexto, advierte el despacho que de las pruebas que militan en el 


expediente constitucional de la referencia, anidan dos pruebas de singular 


importancia para la definición del presente asunto constitucional, cuales son: (i) La 


respuesta al derecho de petición impetrada por los accionantes en la cual el 


MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL se dirige a los peticionarios 


accionantes, razón por la cual, el derecho de petición fue satisfecho, 


independientemente que haya sido favorable o no a aquellos. 


 


En síntesis, en el presente caso de raigambre Constitucional, este operador 


judicial observa la siguiente situación fáctica- probatoria desde  la perspectiva de 


la parte  accionante y autoridad accionada. 


 


Desde la perspectiva de la parte accionante. 


 


Advierte el despacho que la acción de tutela se inhiesta  en la presunta violación 


del  derecho de petición que el señor Dionisio de Alba Carrillo impetró el 13 de 


junio de 2020 y del cual se insiste en la acción de tutela. 


La acción de tutela  tiene por objeto que se ampare los ius fundamentales de 


“derecho a la información, a la salud en conexidad con el derecho a la vida e 


integridad personal”, y en consecuencia se “ordene a la accionada a resolver la 


petición radicada vía electrónica el día 12 de junio de 2020.” 


Ahora bien, como pruebas que sustentan sus pretensiones de amparo, acompañó 


los siguientes documentos: 


1.Copia del derecho de petición  de fecha 13 de junio de 2020 


2.Certificación  del técnico administrativo del hospital universitario C. A. R. I. 


E.S.E. de fecha 10 de junio de 2020, en el cual se lee: “Que en los archivos de 


esta institución se encuentra Historia clínica n° 72.434.964 de Barranquilla 


perteneciente a EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, quien se ecuentra 


hospitalizado en esta institución desde el día 08 de junio de 2020 hasta la fecha. 


(Q)”. 
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3.Formato del hospital CARI ESE, donde se cita al señor EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA, a control por psiquiatría en 1 mes. 


4.Copia de la epicrisis de salida y/o cortes del hospital Universitario CARI E.S.E 


Salud Mental, de fecha 22 de julio de 2020 


5.Copia de la solicitud de retiro de la policía del patrullero EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA,  de fecha 07 de febrero de 2020. 


6.Copia del oficio n° 049917 de fecha 04 de marzo de 2020. 


 


Desde la perspectiva de la parte accionada POLICIA NACIONAL. 


Con el escrito de contestación, la Policía Nacional- Dirección de Sanidad – 


Regional de Aseguramiento en Salud N 8, allegó los siguientes documentos: 


1.Copia del oficio N° S -2020 -051487 ASJUR – SECSA – DEATA de fecha 26 de 


agosto de 2020, dirigido al señor DIONISIO DE ALBA CARRILLO, bajo el 


brocárdico “Asunto: Respuesta al derecho de petición. 


Así mismo, aparece constancia de su en envío al correo electrónico 


dionisio8310@hotmail.com, con el mensaje de entrega al destinatario. 


2.Copia del oficio de citación a inicios de estudios por exámenes  médicos de 


retiro, N° S -2020 -051477 de fecha 26 de agosto de 2020, dirigido al señor Edwin 


Mauricio de Alba Bovea. La citación se hace para 04 de septiembre de 2020 a las 


8:00 a.m. 


Así mismo, aparece constancia de  envío de la mencionada citación a inicios de  


estudio por exámenes médicos de retiro. 


 


Bajo la orientación del acervo probatorio que milita en el expediente de la 


referencia, se constata que el derecho de petición que dio origen a la acción de 


tutela fue respondido al peticionario. 


Bajo ese entendido, el juez constitucional no puede penetrar la esfera 


competencial del órgano accionado, para indicar la forma o la manera o el sentido 


de cómo debe ser su respuesta, todo ello conforme a la jurisprudencia de la Corte 


Constitucional. 
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Respecto a la solicitud de protección de los demás derechos fundamentales 


citados por la parte accionante en el libelo introductor de tutela, el despacho 


negará el mismo atendiendo a que no se acreditó su vulneración parte del 


MINISTERIO DE DEFENSA – POLICIA NACIONAL.. Máxime, cuando lo que se 


pretendía era la protección del derecho de petición 


 


De todo lo precedentemente expuesto, advierte el despacho que la acción de 


tutela impetrada por los señores EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA y 


DIONISO DE ALBA CARRILLO, a través de apoderado, contra el MINISTERIO 


DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL, se negará  en el entendido que en el 


presente caso operó la figura  de la carencia de objeto por hecho superado y 


porque los demás derechos que se dicen vulnerados  no se probó, pues, se 


insiste en señalar que el juez de tutela no puede indicar a la autoridad la forma ni 


el sentido de responder el derecho de petición por cuanto   el juez de tutela no 


puede por regla general inmiscuirse en la esfera competencial de la autoridad 


accionada, 


 


En mérito de lo expuesto, el Juzgado Segundo Administrativo Oral De 


Barranquilla, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y 


por autoridad de la Ley, 


 


RESUELVE: 


 
PRIMERO.- NEGAR la acción de tutela impetrada por los señores EDWIN 


MAURICIO DE ALBA BOVEA, identificado con la cédula de ciudadanía 


No.72.434.964 y DIONISO DE ALBA CARRILLO, identificado con la cédula de 


ciudadanía No.8.750.269 contra el MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA 


NACIONAL, por las razones expuestas en la parte motiva de la presente 


sentencia. 


 
SEGUNDO.- DECLARAR la carencia actual de objeto por hecho superado  de 


la presente acción de tutela impetrada por los señores EDWIN MAURICIO DE 


ALBA BOVEA, identificado con la cédula de ciudadanía No.72.434.964 y 


DIONISO DE ALBA CARRILLO, identificado con la cédula de ciudadanía 


No.8.750.269 contra el MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL por 


las razones expuestas en la parte motiva de la presente sentencia que se profiere 
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dentro del presente trámite constitucional bajo radicado No. 08-001-33-33-002-


2020-00136-00. 


  
TERCERO: En consecuencia, NEGAR el amparo constitucional solicitado por los 


señores EDWIN MAURICIO DE ALBA BOVEA, identificado con la cédula de 


ciudadanía No.72.434.964 y DIONISO DE ALBA CARRILLO, identificado con la 


cédula de ciudadanía No.8.750.269 contra el MINISTERIO DE DEFENSA – 


POLICÍA NACIONAL, por la ocurrencia de la carencia actual de objeto por hecho 


superado, de conformidad a lo expuesto en la parte considerativa de la presente 


providencia. 


 
CUARTO.- ADVERTIR al  MINISTERIO DE DEFENSA – POLICÍA NACIONAL 


para que en el futuro atienda las peticiones radicadas por los administrados 


dentro de los términos perentorios que establece la ley. 


 


QUINTO.- REMÍTASE la presente decisión a la Honorable Corte Constitucional, si 


no fuera impugnada, para su eventual revisión en los términos de decreto 2591 de 


1991 y de consejo superior de la judicatura 


 


SEXTO Háganse las anotaciones y registros de rigor. 


 


NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
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ARLINE MARIA BARRETO LEZAMA 


SECRETARIA 
 


SE DEJA CONSTANCIA QUE SE LE DIO 
CUMPLIMIENTO AL ARTICULO 201 DEL CPACA 






